	                                                                                                                                                                                                     República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 26
        Julio 3 y 4 de 2013
 


Posibilidad de reelección del Auditor General de la Nación no es aplicable para el período inmediato 
	  VII.  EXPEDIENTE PE-037    -   SENTENCIA C-406/13    (julio 4)   
          M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


1.
Norma revisada  

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 189 DE 2011 SENADO, 104 DE 2011 CÁMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 109 DE 2011 CÁMARA
Por medio de la cual se modifica el numeral 9 del artículo 35 de la Ley 270 de 1996.

Artículo 1°. El numeral 9 del artículo 35 de la Ley 270 de 1996 quedará así:

9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia al Auditor encargado de la vigilancia de la gestión fiscal ante la Contraloría General de la República, las Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales o a quien deba remplazarlo en sus faltas temporales o absolutas. El auditor podrá ser reelegido por una sola vez, siempre y cuando esté incluido en la terna de que trata el artículo 274 de la Constitución Política.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación.

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE, por su aspecto formal, el Proyecto de Ley Estatutaria No. 189 de 2011 Senado, 104 de 2011 Cámara (acumulado con el Proyecto de Ley No. 109 de 2011) “por medio de la cual se modifica el numeral 9º del artículo 35 de la ley 270 de 1996.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por el contenido material, el artículo 1º del Proyecto de Ley Estatutaria No. 189 de 2011 Senado, 104 de 2011 Cámara (acumulado con el Proyecto de Ley No. 109 de 2011) “por medio de la cual se modifica el numeral 9º del artículo 35 de la ley 270 de 1996”,  en el entendido de que el Auditor General de la República no podrá ser reelegido para el período inmediato. 

Tercero.- Declarar EXEQUIBLE, por el contenido material, el artículo 2º del Proyecto de Ley Estatutaria No. 189 de 2011 Senado, 104 de 2011 Cámara (acumulado con el Proyecto de Ley No. 109 de 2011) “por medio de la cual se modifica el numeral 9º del artículo 35 de la ley 270 de 1996”. 
3.
Síntesis de los fundamentos

De conformidad con el numeral 8 del artículo 241 de la Constitución, la Corte efectuó la revisión oficiosa e integral del proyecto de ley estatutaria No. 189/11 Senado, 104/11 Cámara (acumulado con el proyecto de ley No. 109/11), por medio de la cual se modifica la función del Consejo de Estado de elegir al Auditor General de terna que elabora la Corte Suprema de Justicia, en dos aspectos: de un lado,  precisa que la competencia de control fiscal del Auditor General cobija a las contralorías departamentales, distritales y municipales; de otro, establece la posibilidad de reelección del Auditor General por una sola vez, siempre y cuando sea incluido en la respectiva terna.

Examinado el trámite surtido por el mencionado proyecto de ley estatutaria, la Corte constató que se cumplieron a cabalidad, los requisitos constitucionales exigidos en el debate y aprobación de un proyecto de ley de esta naturaleza, razón por la cual, procedió a declarar su exequibilidad, por el aspecto formal.   
En cuanto al contenido material del artículo 1° del proyecto de ley objeto de revisión, la Corte Constitucional encontró que al admitir la reelección inmediata de quien se desempeñe como auditor, el legislador viola los artículos 1°, 2°, 13, 40, 113, 121, 136 numeral 2°, 209, 267, 272 y 274 de la Constitución Política, en tanto altera el modelo de control fiscal establecido en sus artículos 267 y siguientes, cambia las circunstancias de acceso a los cargos ubicados en el vértice del sistema de control fiscal, interfiere en el control democrático sobre quienes ejercen la vigilancia de la gestión fiscal y compromete el principio de separación de poderes. Las razones se enuncian a continuación.

Este juicio de constitucionalidad, por ser integral y definitivo, le exigía a la Corte preguntarse no sólo si la norma objeto de revisión se ajustaba al artículo 274 Superior (que se refiere al auditor general), sino si respetaba la totalidad de los compromisos consolidados en la Constitución de 1991. Esto suponía determinar, si le corresponde al legislador abrir la puerta para que una autoridad que está en el vértice del control fiscal sea reelegida, en un contexto constitucional en el que hay suficientes elementos para concluir que existen compromisos reforzados de: (i) evitar que quienes ocupan los máximos órganos del control fiscal adelanten ejercicios encaminados a perseguir su propia reelección (CP arts. 209, 267 y 272); (ii) asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso a los cargos públicos como forma de respetar el derecho a la igual participación política (CP arts. 2°, 13 y 40); (iii) garantizar la separación de poderes, limitando el poder del legislador para transformar los órganos del Estado (CP arts. 1°, 113, 121 y 136 num. 2°); (iv) respetar y promover  la participación democrática en el control sobre quienes ejercen la vigilancia de la gestión fiscal.

A juicio de la Corporación, la Carta de 1991 no es indiferente al modo como el legislador regule las atribuciones de control fiscal que ejercen los altos funcionarios a los cuales se refieren sus artículos 267 y siguientes. En lo que respecta a la posibilidad de reelegir a los contralores, los artículos 267 y 272 establecen con carácter perentorio que estos no pueden ser reelegidos para el período inmediato. El artículo 272 específicamente señala, en un inciso independiente de los demás, que “[n]ingún contralor podrá ser reelegido para el período inmediato”. Este límite a la posibilidad de reelección inmediata, en concepto de la Sala Plena de la Corte Constitucional, es aplicable al auditor general por varios motivos.

Primero, porque el auditor ejerce justamente una función predicable de los demás contralores, que es vigilar la gestión fiscal (CP art. 274). Segundo, porque buena parte de la regulación del auditor está incluida dentro del artículo 274 de la Carta, el cual forma parte del Capítulo 1, Título X, que habla De la Contraloría General de la República, en el cual se ubican las normas que definen los límites fundamentales de los contralores. Tercero, porque en los debates que se surtieron en torno a esta figura en la Asamblea Nacional Constituyente, se advierte que el instituto del auditor fue concebido como un contralor (‘Contralor del Contralor General’). Cuarto, porque en todo caso la del auditor es una institución definitoria en el modelo de control fiscal diseñado por la Constitución, y dentro de ese modelo se aprecia una desconfianza hacia la posibilidad de que las autoridades de control fiscal ubicadas en el vértice sean reelegidas inmediatamente (CP arts. 267 y 272), lo cual se explica por los efectos que esto podría tener para el correcto ejercicio de la vigilancia de la gestión fiscal, y colateralmente para el buen funcionamiento de la administración pública (CP art. 209). Admitir que el Congreso está autorizado para abrir la puerta a la reelección inmediata de una pieza clave en el modelo de control fiscal, equivaldría a desconocer los fundamentos y fines que inspiraron el diseño de ese modelo de vigilancia fiscal. Quinto, porque esta interpretación de la parte orgánica es la que realiza en mejor medida el derecho a participar en igualdad de condiciones en la conformación del poder público (CP arts. 2°, 13 y 40). Sexto, porque esto resulta consistente con lo sostenido en la sentencia C-037 de 1996, en la cual la Corte Constitucional declaró que la prohibición de reelegir al auditor, establecida entonces en la norma objeto de revisión, no hacía otra cosa que reiterar lo dispuesto en la Carta de 1991. 

En vista de todo lo anterior, dado que el artículo 150 de la Constitución no le confiere atribución expresa al Congreso para abrir la puerta a la reelección inmediata del auditor, no es dable entender que tal atribución esté comprendida en la cláusula general de competencias del órgano legislativo. En tal medida, al autorizar la reelección inmediata del auditor el legislador desbordó los límites de sus propias competencias y desconoció la separación de funciones (CP arts.  1°, 113, 121 y 136 num. 2°).

Para la Corte, si bien la mera norma Estatutaria cuyo proyecto se revisa podía derogar la anterior en cuanto que, respecto de la reelección del auditor, aquella lo descartaba absolutamente, tal permisión no podía contradecir uno de los principios constitucionales orientadores del control fiscal que la prohíben “para el periodo inmediato”, variación que, así concebida, se ajusta cabalmente a los mencionados principios de la Carta,  de allí que se imponía un condicionamiento en ese sentido.

En ese orden, la Corte Constitucional llegó a la conclusión que inadmitir la reelección inmediata del Auditor General resulta ser el entendimiento mayormente plausible, pues,  con ello se asegura la alternación en el control que dicho funcionario ejerce sobre la gestión de las contralorías, atendiendo con ello el propósito inequívoco que se deriva del hecho de que el constituyente de 1991,  le haya asignado un periodo de dos (2) años, no obstante ser mayor el periodo de los funcionarios que controlan. 

Por tanto, el artículo 1° del Proyecto de Ley Estatutaria No. 189 de 2011 Senado, 104 Cámara (acumulado con el Proyecto de Ley No. 109 de 2011) ‘por medio de la cual se modifica el numeral 9° del artículo 35 de la ley 270 de 1996’, es exequible pero solo en el entendido de que el Auditor General de la Nación no podrá ser reelegido para el período inmediato. 
En relación con la competencia del Auditor General para ejercer el control fiscal sobre las contralorías departamentales, distritales y municipales, la Corte advirtió que es la propia Constitución (art. 274, inciso segundo) la que le asignó al  legislador la manera de ejercer la vigilancia de dichas contralorías, razón por la cual no está prevista prohibición constitucional para que dicha función le sea otorgada al Auditor General, más allá de la imposibilidad de excluir a dicha autoridad del control que frente a la Contraloría General le otorga directamente el mismo precepto constitucional. Así lo determinó la Corte Constitucional en la sentencia C-110/98 y lo ratificó en la sentencia C-1339/00. Por esta razón, el artículo 1º se del proyecto de ley estatutaria examinado, se ajusta de manera clara, a la normatividad constitucional. 

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto

Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub salvaron el voto respecto de la decisión de exequibilidad condicionada del proyecto de ley estatutaria revisado, toda vez que en su concepto, la norma estatutaria no contradecía norma alguna de la Constitución. A su juicio, la posibilidad de reelección del Auditor General de la República se ajusta al ordenamiento constitucional por las siguientes razones: (i) En primer lugar, la jurisprudencia constitucional ha considerado que la prohibición de reelección de un funcionario público cuando la misma no se origina directamente de la Constitución, constituye una limitación del derecho de acceso al desempeño de cargos públicos previsto en el numeral 7º del artículo 40 del Texto Superior, por lo que su consagración no sólo se debe someterse a un criterio eminentemente excepcional, sino que además debe estar acorde con el principio constitucional de razonabilidad. En el caso del Auditor General de la República no existe prohibición constitucional que impida su reelección, como se prevé en la Constitución Política frente a otras autoridades públicas por lo que la limitación de rango legal existente hasta el momento prevista en el numeral 9° del artículo 35 de la Ley 270 de 1996, es susceptible de ser modificada o reformada por el propio legislador, en aras permitir el pleno ejercicio del derecho de acceso al desempeño de cargos públicos, sin limitaciones que en este punto condicionen el alcance del derecho al sufragio pasivo. En efecto, el artículo 274 del Texto Superior tan sólo prevé que el período del Auditor será de dos años, sin impedir ni autorizar su reelección. (ii) En segundo lugar, esta Corporación ha admitido que en aquellos casos en que no exista un mandato constitucional que se pronuncie sobre la procedencia o no de reelección de un funcionario, es posible que su determinación se realice por parte del legislador, en desarrollo de la potestad de configuración normativa que subyace en los artículos 122, 123, 150.1 y 150.23 de la Constitución Política, conforme a los cuales se autoriza al Congreso de la República para establecer los requisitos que permitan o limiten las condiciones de elegibilidad de una persona para desempeñar un cargo público. (iii) De lo anterior se infiere que, en el caso sub examine, bien podía el legislador modificar la prohibición de reelección prevista en el original numeral 9° del artículo 35 de la Ley 270 de 1996, para en su lugar permitir su procedencia por una sola vez, siempre y cuando el Auditor esté incluido en la terna de que trata el artículo 274 de la Constitución Política. La reforma como tal se ajusta al principio de razón suficiente, pues –como se expuso en los antecedentes legislativos– parte de la base de reconocer lo insuficiente que resulta el período de dos años para que el Auditor pueda ejecutar proyectos sólidos y a largo plazo para la mejora del control fiscal, al tiempo que sugiere que esa ampliación del período por el fenómeno de la reelección no es automática sino que está sujeta a que el citado funcionario sea incluido por la Corte Suprema de Justicia en la terna que exige el artículo 274 del Texto Superior y a que el Consejo de Estado lo elija, lo que necesariamente supone un juicio sobre su conveniencia y sobre el desempeño exhibido por el Auditor.

Los magistrados María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio Palacio, Nilson Pinilla Pinilla y Luis Ernesto Vargas Silva aclararon su voto, sobre diversos aspectos de la fundamentación de la decisión sobre el contenido material del proyecto de ley estatutaria examinado en esta oportunidad.   
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Presidente 
